13° Congreso Tributario del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Tema 1: LA VINCULACIÓN ENTRE LOS DELITOS DE LAVADO DE DINERO Y EL DELITO FISCAL 

Conclusiones

VISTO,

a) El informe y exposición del Señor relator Dr. C.P. César R Litvin;

b) Los valiosos aportes a través de sus trabajos y disertaciones de los Panelistas, Contador Público Certificado Orlando Silva, Dr. Raúl Plee, Dr. Jaime Mecikovsky, Dra. Alicia López, Dr. Francisco D’Albora y Dr. Roberto Hornos;

c) Los trabajos de la Dra. Anahí Pérez, el Licenciado Luciano Pérez y del Dr. Emilio Cornejo Costas;

d) La dirección del debate a cargo del presidente del Panel del Tema I, Dr. C.E. Vicente Oscar Díaz; 
e) Las intervenciones de los asistentes, el intercambio de opiniones y el debate generado en las Jornadas;   

CONSIDERANDO

1) Que en éste Congreso ha sido intenso y fructífero el estudio y debate del funcionamiento y contenido de sistema de lavado de dinero tanto en su faz administrativa como penal; cuestión que se vio beneficiada por la interacción de las distintas profesiones de los participantes;

2) Que, en el problema de lavado de capitales reside una de las cuestiones criminológicas que es vista a nivel internacional, como de mayor gravedad institucional, gran impacto social y grave daño comunitario;
3) Que, un adecuado combate contra el lavado de capitales de origen delictivo, sólo es posible a través de una política criminal globalizada diseñada en forma conjunta y coordinada por todos los Estados;
4) Que los países centrales, a través del GAFI, a fin de combatir el problema que genera la delincuencia organizada, vienen procurando imponer reglas y estándares que difícilmente puedan ser soslayados por los demás países;
5) Que nuestro país no ha sido ajeno a dicha tendencia y, a fin de combatir el lavado de dinero de origen delictivo, viene promulgando leyes y resoluciones administrativas de acuerdo a los lineamientos trazados por el GAFI;

6) Que, la primera ley anti lavado que ha sancionado nuestro país es la 25.246 reformada luego en el año 2011 por la ley 26.683 que introdujo importantes modificaciones: como la inclusión de los delitos contemplados en la ley 24.769 en el artículo 6º que le otorga competencia a la UIF; la tipificación del autolavado; la inclusión del delito de lavado de dinero dentro del capítulo de los delitos que afectan el Orden Económico y Financiero y la previsión de sanciones de carácter penal a la Persona Jurídica; 
7) Que los delitos tipificados en la ley 24.769 no han querido ser excluidos por el legislador argentino de aquellos delitos enumerados en el artículo 6º que le otorga competencia a la UIF para su investigación y análisis; 

8) Que, en relación al tipo penal, no puede llamar a confusión para tipificar un delito el hecho que el delito de blanqueo de bienes como el delito tributario utilicen las mismas  técnicas de captación de la “notitia criminis”;
9) Que si se observa todas las instituciones y categorías que se manejan alrededor del blanqueo de dinero se constata que no existe ninguna actividad delictiva concreta que se pueda definir de ese modo en el campo tributario, sino que existe una serie de actividades relacionadas con la persecución del fraude fiscal;
10) Que la infracción de lavado de dinero, tal como esta prevista en la legislación penal supone que tiene por objeto cosas susceptibles de una confiscación especial, donde dicha confiscación afecta a un bien;
11) Que el fraude tributario consiste en evitar una deuda fiscal, cosa totalmente distinta a la anterior, donde el fraude tributario no tiene por consecuencia obtener un bien, sino evitar un empobrecimiento a través del pago del impuesto;
12) Que se debe meritar que la diversidad de leyes fiscales ante la transnacionalidad del delito de lavado dificultan al extremo una necesaria cooperación penal internacional en especial, por la imprecisión de conceptos para tipificar el fraude fiscal en su escala descendente de evasión “tax fraud”, “tax evasión”, ”elusion” y formas legítimas utilizadas para reducir el impacto tributario conforme los ordenamientos de cada unidad política;

13) Que el fraude fiscal es siempre la ocultación de una deuda y no el ingreso al patrimonio de bienes fuera del mismo;

14)  Que es necesario diferenciar las conductas de lavar bienes con las de blanquear los mismos;

15) Que en virtud de algunas particularidades que contienen los delitos tipificados en la ley 24.769, gran parte de evasiones allí tipificadas, no hallan vinculación con el delito de lavado de dinero;

16) Que la modificación producida con la ley 26.683 incluye al delito de lavado de dinero entre los delitos que agreden el Orden Socio Económico (bien jurídico tutelado).
17) Que nuestro Código Penal castiga el delito de lavado de dinero en tanto los bienes procedieran o se originen en cualquier ilícito penal;

18) Que los fondos provenientes de conductas criminales siempre requieren ser lavados para ser introducidos entre los bienes patrimoniales aparentemente lícitos del lavador; por el contrario las sumas en poder del evasor de impuestos no requieren ser blanqueadas por que nunca salieron de su patrimonio;

19) Que corresponde tener presente la distinción entre “Grey Money “ y “Dirty Money” a los fines de este pronunciamiento: riqueza negra es aquella cuyo titular la mantiene al margen de las instancias establecidas del control fiscal y dinero sucio por el contrario es aquel que encuentra su origen en una actividad criminal desde su inicio;

20) Que se puede afirmar que la ocultación de rentas licitas o de bienes obtenidos por negocios jurídicos pero que tienen por objetivo sustraer su conocimiento al fisco, solo pueden ser perseguidos a tenor del ordenamiento penal tributario;
21) Que no obstante la gravedad de las conductas que procura prevenir el lavado de dinero, el carácter trasnacional de las organizaciones que lo comenten es el factor más importante que amerita la aceptación de las pautas elaboradas por el GAFI y por lo tanto debe ser una pauta de interpretación del tipo penal;
22) Que el combate contra el lavado en la Argentina está basado en un sistema preventivo en el que se delega parte del poder de policía en los agentes de la economía, que tienen la obligación de denunciar toda operación sospechosa a la UIF; 

23) Que, en virtud de dicho deber se genera un conflicto de intereses con el Secreto Profesional amparado en las distintas leyes que regulan cada actividad;

24) Que la facultad legal otorgada a la UIF le permite solicitar informes, documentos, antecedentes y cualquier otro elemento útil para el cumplimiento de sus funciones. 
25) Que la nueva ley 26.683, mantiene la misma redacción introducida por la Ley Nº 26.087/06 que dispone que los profesionales no pueden oponer a la UIF el secreto legal o contractual pero, en el marco de análisis de una operación sospechosa y sólo por estar incluidos como sujetos del Art. 20.  Sin embargo el GAFI en su R. 16 dispone expresamente el pleno respeto por el secreto profesional cuando la información fue obtenida al amparo de dicho privilegio;
26) Que en definitiva, surge de las normas en pugna, que el profesional está imposibilitado de ampararse en el secreto, y por lo tanto, por expresa disposición de la ley de Lavado, básicamente por ser un sujeto expresamente indicado en el citado Art. 20 de la Ley, tiene la obligación de realizar el correspondiente reporte de operación sospechosa.

27) Que el porcentaje de casos de posible lavado de dinero que terminó en una denuncia penal es muy bajo, y que las condenas por lavado y las sanciones administrativas impuestas por la UIF son escasas; 
28) Que, se observan diversos obstáculos, no sólo normativos sino también procesales, de prueba y de instrumentalización que hacen difícil considerar los delitos previstos en la ley 24.769 como precedentes del delito de lavado de dinero; 
29) Que por último, los artículos 23 y 24 de la Ley Nº 25.246 establecen las sanciones que corresponde aplicar a las personas físicas y/o jurídicas determinadas en el artículo 20 del citado cuerpo normativo, para el caso que las mismas incurran en las infracciones previstas en dichos dispositivos. Dichas sanciones son apelables ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo Federal quedando excluidos los Profesionales en Ciencias Económicas de ejercer la representación y defensa del sumariado; 
Por todo ello, 

El 13º CONGRESO TRIBUTARIO ORGANIZADO POR EL CONSEJO PROFESIONAL DE CIENCIAS ECONÓMICAS DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES,
Concluye,

1) Que, en relación a los ilícitos tipificados por la ley 24.769, sus conductas no pueden ser analizadas desde el doble prisma de la ley 24.769 y la ley 25.246;

2) Que es un error desplazar el momento de consumación de un hecho delictivo a un acto posterior que no integra el tipo penal requerido por la ley 25.246 modificada por la ley 26.683;

3) Que si el hecho imponible tuvo su origen en una actividad licita, la hipótesis de evasión tributaria no puede constituir por si lavado de activos de origen delictivo alguno;

4) Que los bienes que son objeto del delito de evasión tributaria no siempre ingresan al patrimonio del sujeto por actividades ilícitas;

5) Que en base a lo que antecede se concluye que el delito tributario no es el delito precedente que tipifica el delito de lavado de activos a que hace mención el art. 303 del Código Penal; 
6) Que el Secreto Profesional debe ser respetado a la hora de exigir el cumplimiento de las obligaciones impuestas por la UIF, sin perjuicio que la autoridad administrativa solicite al juez competente el levantamiento del mismo;
7) Que debería ser incumbencia del Profesional de Ciencias Económicas el apoyo profesional, la representación y defensa de los sujetos sancionados con pena de multa por la UIF.
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